AL JUZGADO DE INSTRUCCIÓN Nº ------


Diligencias Previas ------- 


--------, Letrado, colegiado núm. ---- en el Colegio de Abogados de ----, con despacho profesional a efectos de notificaciones sito en la C ------, en representación que consta en las referidas diligencias de D. ------, nacional de …… y con NIE ….., ante este Juzgado comparezco y como mejor proceda en Derecho, DIGO:


Que en fecha 28/06/2015 se notificó Auto, dictado en la misma fecha, en el que se autorizaba el internamiento de D. ------- en el Centro de Internamiento de Extranjeros debidamente habilitado que corresponda, como medida cautelar, de acuerdo con el artículo 61.1.e) de la Ley 4/2000 (LOEX), con una duración máxima de sesenta días. 


Y en consecuencia, mediante el presente escrito formulo, de conformidad con los artículos 216 y siguientes de la LECr, RECURSO DE REFORMA y, subsidiariamente, RECURSO DE APELACIÓN,  frente al referido Auto. Y ello en base a las siguientes,

ALEGACIONES


PRIMERA.- PROPOSICIÓN DE LA MEDIDA CAUTELAR DE INTERNAMIENTO: De acuerdo con la Circular 6/2014 de la Dirección General de Policía, en su introducción se señala que:


“El ingreso en los centros de internamiento de los extranjeros […], se configura como una de las medidas cautelares cuya finalidad es asegurar la resolución final de la expulsión o la ejecutividad de la decisión de repatriación ya adoptada.” 

En este sentido, el artículo 61.1 de la L. O. 4/2000 (LOEX) enumera, con carácter abierto, las siguientes medidas cautelares:
“Desde el momento en que se incoe un procedimiento sancionador en el que pueda proponerse la expulsión, el instructor, a fin de asegurar la resolución final que pudiera recaer, podrá adoptar alguna de las siguientes medidas cautelares:

a) Presentación periódica ante las autoridades competentes.

b) Residencia obligatoria en determinado lugar.

c) Retirada del pasaporte o documento acreditativo de su nacionalidad, previa entrega al interesado del resguardo acreditativo de tal medida.

d) Detención cautelar, por la autoridad gubernativa o sus agentes, por un período máximo de 72 horas previas a la solicitud de internamiento.

En cualquier otro supuesto de detención, la puesta a disposición judicial se producirá en un plazo no superior a 72 horas.

e) Internamiento preventivo, previa autorización judicial en los centros de internamiento.

f) Cualquier otra medida cautelar que el juez estime adecuada y suficiente.”
De ello se desprende que, pese a lo que pudiera parecer en la práctica, existen otro tipo de medidas cautelares tendentes a asegurar la ejecución de la resolución correspondiente, de hecho la LOEX configura el catálogo de medidas cautelares con carácter abierto, de manera que el juez competente pueda, incluso, adoptar la que estime más adecuada y suficiente.

Sin perjuicio de lo anterior, la Circular 6/2014 establece los criterios por los cuales el instructor procederá a proponer el internamiento. Así, en primer lugar, se habrán de valorar las circunstancias de carácter personal del ciudadano extranjero, entre las que se encuentra “representar un riesgo para el orden público o la seguridad pública nacional”. Y a este respecto, en ningún momento ha sido valorado por el instructor, ni por este Juzgado, la circunstancia de que al extranjero en cuestión no le constan ningún tipo de antecedentes penales o policiales, por lo que debió ser tenida en cuenta la inexistencia de riesgo alguno para el orden público o la seguridad pública nacional y de terceros. A su vez, se establece un segundo criterio en relación a las circunstancias sobre la posibilidad real de ejecutarse la repatriación, para lo que también debió valorarse, entre otros datos, la carencia de pasaporte, así como la inexistencia de Convenio de Readmisión con el estado del que es nacional el recurrente, lo que evidencia la dificultad para llevarse a cabo la devolución dentro del plazo máximo de sesenta días que establece el artículo 62.2 de la LOEX.

En este sentido, la referida Circular es consecuencia, y así se recoge expresamente en su introducción, de la constatación de la “capacidad limitada de todos los centros de internamiento, así como el número considerable de peticiones de internamiento que se vienen realizando respecto de extranjeros cuya situación no siempre aconseja adoptar dicha medida cautelar, […]”. Reconocimiento formal que resulta extremadamente preocupante en la medida en que el internamiento conlleva la privación de libertad y el menoscabo de otros muchos derechos fundamentales por la mera comisión de una infracción administrativa.

En cualquier caso, señala a su vez la referida Circular in fine:
“[…] los instructores o funcionarios que realicen las actuaciones de ejecución de la repatriación, antes de solicitar el internamiento, con el fin de conocer la situación (de conflicto bélico o de otra índole) del país al que van a ser repatriados, o que la repatriación al mismo no implica para dicha persona riesgo para su vida o integridad física, o que no será objeto de penas o tratos inhumanos degradantes o torturas, procederán a consultar las siguientes direcciones del Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Refugiados (ACNUR) en las que se incluyen los países en riesgo, […]”
No obstante lo anterior, pese a que en el presente asunto tratamos con un estado del que puede presumirse la existencia de potenciales solicitantes de asilo, y pese a que existen diversos informes de ACNUR a disposición del  instructor, no consta en el expediente administrativo, ni se mencionó en ningún momento durante la instrucción la realización de este tipo de indagaciones cuya realización preceptiva viene establecida por la Circular 6/2014.

SEGUNDA.- DECLARACIÓN POR VIDEOCONFERENCIA: En relación a la metodología empleada por este Juzgado en la toma de declaración, si bien es cierto que pudiera conllevar la agilización de los trámites, no lo es menos que lo que ha de primar en el trámite es la garantía de los derechos constitucionales y legales reconocidos al “detenido”, así como los principios de audiencia y contradicción, por encima de cualquier razón de economía procesal. En este sentido, la realización de videoconferencias para tomar declaraciones a extranjeros que se encuentran detenidos en la comisaría de la misma ciudad en donde se encuentran los Juzgados, a pocos metros de distancia, muestra cuál es el interés real que prevalece en la Administración de Justicia para la realización de tales trámites; máxime si tenemos en cuenta que se lleva a cabo una declaración por videoconferencia que no quedará grabada de ninguna manera, sino que, como se expresa en la misma declaración: 
“El presente acto se ha desarrollado a través de videoconferencia recogiéndose su contenido en la presente acta” 

De este modo, no se efectúa comparecencia personal ante la autoridad judicial, ni queda grabada la declaración que efectúa el extranjero “detenido”, sino que únicamente contamos con una declaración preconstituida con anterioridad a la declaración por videoconferencia que se retoca con tachones y anotaciones a puño y letra del Letrado de la Administración de Justicia, para el caso de que el extranjero o el Letrado que le asiste plantee algo distinto.

TERCERA.- MANIFESTACIÓN DE LA VOLUNTAD DE SOLICITAR PROTECCIÓN INTERNACIONAL: Y al hilo de la alegación anterior, durante la declaración del recurrente, el Letrado que le asistió y que firma el presente recurso, en la medida en que el país de procedencia del extranjero evidenció que podría tratarse de un potencial solicitante de protección internacional, formuló la siguiente pregunta:
“¿Quiere usted solicitar asilo?”
A lo que el extranjero contestó:
“Sí.”
Así las cosas, pese a haberse manifestado verbalmente ante la autoridad judicial, así como ante los agentes de Policía allí presentes, tal manifestación fue totalmente ignorada por unos y otros, sin que se hiciera ningún tipo de comentario al respecto, y sin que se adoptara ninguna medida tendente a la facilitación de la presentación formal de la solicitud de protección internacional en ese mismo momento o a la mayor brevedad posible, en la medida en que el mismo se encontraba detenido bajo custodia policial. Dicha actuación, vulnera gravemente lo dispuesto en el artículo 17 de la Ley 12/2009, cuyos dos primeros apartados disponen:
“1. El procedimiento se inicia con la presentación de la solicitud, que deberá efectuarse mediante comparecencia personal de los interesados que soliciten protección en los lugares que reglamentariamente se establezcan, o en caso de imposibilidad física o legal, mediante persona que lo represente. En este último caso, el solicitante deberá ratificar la petición una vez desaparezca el impedimento.

2. La comparecencia deberá realizarse sin demora y en todo caso en el plazo máximo de un mes desde la entrada en el territorio español o, en todo caso, desde que se produzcan los acontecimientos que justifiquen el temor fundado de persecución o daños graves. A estos efectos, la entrada ilegal en territorio español no podrá ser sancionada cuando haya sido realizada por persona que reúna los requisitos para ser beneficiaria de la protección internacional prevista en esta Ley.”
Y a este respecto, es preciso traer a colación lo dispuesto en la Directiva 2013/32/UE sobre procedimientos comunes para la concesión o la retirada de la protección internacional (cuyo plazo de trasposición finalizó en julio de 2015), en cuyos Considerando 26 y 27 se establece que:
“Con vistas a garantizar un acceso efectivo al procedimiento de examen, los funcionarios que entren en primer lugar en contacto con personas que busquen protección internacional, […] Deben ser capaces de proporcionar a los nacionales de terceros países o personas apátridas que se encuentren en el territorio, con inclusión de la frontera, las aguas territoriales o las zonas de tránsito de los Estados miembros, y que formulen una solicitud de protección internacional, la información pertinente sobre dónde y cómo deben presentarse las solicitudes de protección internacional. Si dichas personas se encuentran en las aguas territoriales de un Estado miembro deben ser desembarcadas en tierra para que sus solicitudes se examinen de conformidad con la presente Directiva.” 

“Dado que los nacionales de terceros países y las personas apátridas que hayan expresado su deseo de solicitar protección internacional son solicitantes de protección internacional, deben cumplir las obligaciones y gozar de los derechos contemplados en la presente Directiva y en la Directiva 2013/33/UE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 26 de junio de 2013, por la que se aprueban normas para la acogida de los solicitantes de protección internacional (1). Para ello, los Estados miembros deben inscribir cuanto antes el hecho de que estas personas son solicitantes de protección internacional.”
A su vez, el artículo 6 de esta Directiva señala al respecto:
“1. Cuando una persona formule una solicitud de protección internacional a una autoridad competente para el registro de estas solicitudes con arreglo al Derecho nacional, el registro se realizará en el plazo máximo de los tres días hábiles siguientes a que se formule la solicitud. En caso de que la solicitud de protección internacional se formule ante otras autoridades que, pese a ser probable que reciban tales solicitudes, no sean competentes para registrarlas conforme a su Derecho nacional, los Estados miembros velarán por que el registro se realice en el plazo máximo de los seis días hábiles siguientes a la formulación de la solicitud. Los Estados miembros velarán por que estas otras autoridades que es probable reciban solicitudes de protección internacional, tales como policía, guardias de fronteras, autoridades de inmigración y personal de los centros de internamiento, dispongan de la información pertinente y su personal reciba la formación necesaria del nivel acorde a sus funciones y responsabilidades, así como instrucciones, para informar a los solicitantes sobre dónde y cómo pueden presentarse las solicitudes de protección internacional. 

2. Los Estados miembros garantizarán que la persona que haya formulado una solicitud de protección internacional tenga efectivamente la oportunidad de presentarla lo antes posible. Cuando el solicitante no aproveche esta oportunidad, los Estados miembros podrán aplicar el artículo 28 en consecuencia. 

3. Sin perjuicio de lo dispuesto en el apartado 2, los Estados miembros podrán exigir que las solicitudes de protección internacional se presenten personalmente y/o en un lugar determinado. 

4. No obstante lo dispuesto en el apartado 3, una solicitud de protección internacional se considerará presentada a partir del momento en el que el solicitante presente el formulario o, cuando así lo prevea el Derecho nacional, las autoridades competentes del Estado miembro de que se trate reciban un informe oficial. 

5. Cuando una solicitud simúltanea de protección internacional por parte de un gran número de nacionales de terceros países o apátridas haga muy difícil en la práctica respetar el plazo fijado en el apartado 1, los Estados miembros podrán disponer que el plazo se amplíe a 10 días hábiles.”
En cualquier caso, pese a haberse manifestado la voluntad de formular una petición de protección internacional, en ningún momento se le informó al recurrente de los recursos de los que disponía, ni de en qué lugar, ni cuándo podría formular la solicitud en cuestión. En definitiva, no se tuvo en cuenta de ninguna manera el hecho de manifestar formalmente ante la autoridad judicial y ante la Policía su voluntad de solicitar protección internacional.

CUARTA.- AUTO DE INTERNAMIENTO: Respecto a esta resolución judicial, el párrafo segundo del artículo 62.1 de la LOEX establece lo siguiente:
“El Juez, previa audiencia del interesado y del Ministerio Fiscal, resolverá mediante auto motivado, en el que, de acuerdo con el principio de proporcionalidad, tomará en consideración las circunstancias concurrentes y, en especial, el riesgo de incomparecencia por carecer de domicilio o de documentación identificativa, las actuaciones del extranjero tendentes a dificultar o evitar la expulsión, así como la existencia de condena o sanciones administrativas previas y de otros procesos penales o procedimientos administrativos sancionadores pendientes. Asimismo, en caso de enfermedad grave del extranjero, el juez valorará el riesgo del internamiento para la salud pública o la salud del propio extranjero.”
No obstante, el Auto que ahora se recurre y que adopta la medida cautelar de internamiento se notificó al recurrente en sede policial, inmediatamente después de efectuarse la declaración por videoconferencia, de modo que, pese a darle traslado, difícilmente se le pudo dar audiencia al Ministerio Fiscal antes de dicha declaración. Y en el caso de que el Ministerio Fiscal fuera oído con anterioridad a la declaración, la vulneración de los principios de audiencia y contradicción se habría producido en los mismos términos, por cuanto dicho organismo público no pudo tener constancia en ningún momento de las declaraciones vertidas por el recurrente, como por ejemplo su deseo de solicitar protección internacional.

Lo anterior, no solo vulnera lo dispuesto en el artículo 62.1 de la LOEX, sino que contradice lo dispuesto en la Circular 2/2006 de la Fiscalía General del Estado sobre diversos aspectos relativos a la materia de extranjería, donde se insiste en la necesidad de audiencia al Ministerio Fiscal, resaltando:
“Deberán por consiguiente rechazarse interpretaciones formalistas, que ajustándose a la letra de la Ley incumplan su espíritu. La audiencia debe permitir al extranjero, con asistencia letrada, alegar y practicar prueba pertinente, siendo ésta la interpretación correcta conforme a la Constitución y a la doctrina sentada por su intérprete máximo.” 
QUINTA.- DURACIÓN MÁXIMA DEL INTERNAMIENTO: A este respecto, el Auto recurrido dispone lo siguiente:
“Que AUTORIZO EL INTERNAMIENTO del arriba indicado […], por el tiempo imprescindible y con un máximo de 60 días, […]”
Por su parte, un contenido similar es el que recoge el artículo 62.2 de la LOEX, según el cual:
“El internamiento se mantendrá por el tiempo imprescindible para los fines del expediente, siendo su duración máxima de 60 días, y sin que pueda acordarse un nuevo internamiento por cualquiera de las causas previstas en un mismo expediente.”
Y a su vez el párrafo segundo del artículo 21.2 del R. D. 162/2014, da una vuelta de tuerca más y señala lo siguiente:
“La decisión judicial que lo autorice, atendiendo a las circunstancias concurrentes en cada caso, podrá establecer un periodo máximo de duración del internamiento inferior al citado.”
En este sentido, el Auto recurrido, si bien hace referencia al tiempo imprescindible, lo cierto es que, en última instancia, se remite al plazo máximo de sesenta días sin justificar de ningún modo por qué se opta por dicho plazo en lugar de uno inferior. Ello evidencia, como se expondrá seguidamente, que el carácter excepcional que debería prevalecer en las decisiones de adopción de esta medida cautelar en cuestión, queda en un segundo plano por detrás de un mecanismo generalizado donde lo que prima es la simplificación de los trámites. 

SEXTA.- CARÁCTER EXCEPCIONAL DEL INTERNAMIENTO: A este respecto la Sentencia del Tribunal Constitucional (TC) núm. 115/87, si bien declaró la constitucionalidad del internamiento, recordó que éste “debe regirse por el principio de excepcionalidad, sin menoscabo de su configuración como medida cautelar”, así mismo, “este carácter excepcional exige la aplicación del criterio hermenéutico del favor libertatis, lo que supone que la libertad debe ser respetada salvo que se estime indispensable la pérdida de libertad del extranjero por razones de cautela o de prevención, que habrán de ser valoradas por el órgano judicial”.

Sin embargo, en el caso que nos ocupa, así como con carácter general, la excepcionalidad en la adopción de la medida cautelar de internamiento resulta inexistente, en la medida en que, de un lado, su adopción se lleva a cabo de forma sistemática, mediante el uso de modelos genéricos de Autos y declaraciones preconstituidas. Y, de otro lado, en cuanto se lleva cabo a sabiendas de que en el caso de determinadas nacionalidades, como la del presente asunto, no se podrá llevar a cabo la devolución en el plazo máximo de sesenta días establecido en el artículo 62.2 de la LOEX.


En este sentido, se ignora completamente que la finalidad última del internamiento, de acuerdo con el Considerando 16 de la Directiva 2008/115/CE, se configura en los siguientes términos:


“El recurso al internamiento a efectos de expulsión se debe limitar y supeditar al principio de proporcionalidad por lo que se refiere a los medios utilizados y a los objetivos perseguidos. Solo se justifica el internamiento para preparar el retorno o llevar a cabo el proceso de expulsión, y si la aplicación de medidas menos coercitivas no es suficiente.”

A su vez, el artículo 15.1 de la mencionada Directiva establece lo siguiente:


“Salvo que en el caso concreto de que se trate puedan aplicarse con eficacia otras medidas suficientes de carácter menos coercitivo, los Estados miembros podrán mantener internados a los nacionales de terceros países que sean objeto de procedimientos de retorno, únicamente a fin de preparar el retorno o llevar a cabo el proceso de expulsión, especialmente cuando:


a) haya riesgo de fuga, o


b) el nacional de un tercer país de que se trate evite o dificulte la preparación del retorno o el proceso de expulsión.


Cualquier internamiento será lo más corto posible y sólo se mantendrá mientras estén en curso y se ejecuten con la debida diligencia los trámites de expulsión.”

Pese a todo lo anterior, la medida de internamiento sigue adoptándose sistemáticamente por las autoridades judiciales aun cuando se ha comprobado fehacientemente que en la mayoría de los casos la medida de repatriación que se haya acordado ha resultado infructuosa. Y así lo recogió el Defensor del Pueblo en su último informe de 2014 de Mecanismo Nacional de Prevención de la Tortura y otros tratos o penas crueles, inhumanos o degradantes (MNP), encargado de la supervisión del respeto de los Derechos Humanos en los centros de privación de libertad, según el cual:


“De un total, de 7.340 extranjeros internados, han sido expulsados 3.483, a pesar de que con la medida de internamiento se pretende asegurar la repatriación efectiva del ciudadano extranjero, tal y como se muestra en la siguiente tabla. Ello supone que un 47,45% de los extranjeros internados durante el año 2014 han sido expulsados, cifra similar a la del año 2013.”

SÉPTIMA.- CENTROS DE INTERNAMIENTO DE EXTRANJEROS: Pese a la relativamente reciente regulación reglamentaria de los Centros de Internamiento de Extranjeros (CIES) llevada a cabo por el R. D. 162/2014, se ha de analizar la legalidad de la adopción de medidas cautelares de internamiento en CIES cuyo funcionamiento no se ajusta a los requisitos mínimos que establece dicho R. D., incumpliéndose flagrante e impunemente algunos de los derechos básicos reconocidos a las personas que en ellos ingresan, personas que, como en el asunto en cuestión, no han cometido ningún tipo de ilícito penal. 


A este respecto la Memoria de 2014 de la Fiscalía General del Estado en materia de Extranjería, a raíz de las visitas efectuadas a distintos CIES, señala lo siguiente:
“En términos generales las instalaciones con que cuentan los CIES merecen un calificativo de suficiente, con la excepción del CIE de Algeciras (donde ha sido ingresado el recurrente) en que la calificación no supera ese nivel.”

“[…] se valora negativamente por la FDE de Murcia el cierre de la unidad de mujeres y la inexistencia un año más de servicios de asistencia social en el CIE de Algeciras.”
En esta misma línea, pero con mayor claridad y contundencia, se expresó el Auto de 31 de julio de 2015, emitido por la jueza de control del CIE canario de Barranco Seco, en el que ponía de relieve el incumplimiento del  R. D. 162/2014 de 14 de marzo. En el escrito, la magistrada detalla las reiteradas vulneraciones de derechos que se producen en el CIE y explica que “únicamente se cumplen las previsiones —de la  estructura  laboral prevista— en lo que se ha podido conformar con  personal  policial”. Por otro lado, destaca que el CIE de Barranco Seco  “no  dispone ni de locutorios para entrevistas reservadas con abogados ni sala de visitas”, así como que se vulnera el derecho a la salud “tanto en la vertiente psíquica como física” pues no existe personal cualificado en el centro, circunstancia que es extrapolable el resto de CIES existentes en el territorio español. El auto constata que no existe servicio de orientación jurídica ni intérpretes y que el sistema de quejas no se cumple. Asimismo, denuncia la situación de discriminación en que se encuentran las mujeres internas, pues “no hay personal policial femenino” y “en los kit de higiene no se incluye material específico de higiene femenina”.

Dicho auto pide la subsanación inmediata de las vulneraciones, limitaciones y faltas de garantías enumeradas debido a que ya transcurrió el plazo previsto de un año para la aplicación del R. D. 162/2014.
La respuesta por parte del Ministerio del Interior, a través de sus servicios jurídicos, admite que incumple el reglamento de los Centros de Internamiento de Extranjeros (CIE) y concluye que el “auto judicial remitido podría conllevar una decisión de cierre del CIE de Barranco Seco y, dado que  la  situación denunciada es extrapolable al resto de centros, cabría resoluciones similares”.

De acuerdo con todo lo anterior, y teniendo presente que el internamiento está configurado como una medida cautelar más, cabría plantearse la legalidad de la adopción de dicha medida, a sabiendas de que no se podrá llevar a efecto la devolución en el plazo de sesenta días. Así como que existen otros mecanismos cautelares con la misma finalidad y que no conllevarían perjuicios tan gravosos como el internamiento en centros que no cumplen con la finalidad para la que fueron creados y en donde los internos sufren física y psicológicamente una medida desproporcionada e injustificada en muchos casos.

OCTAVA.- DIRECTIVA 2008/115/CE: El artículo 15 de la Directiva 2008/115/CE contempla la posibilidad de internamiento de las personas extranjeras, que se concibe como una última ratio, como un instrumento al que recurrir solo en última instancia en tanto que medida coercitiva que más restringe la libertad. De esta manera, en palabras de la Abogacía General del TJUE (Sr. Jan Mazak, Asunto C-61/11 PPU, Apartado 33), “el internamiento a efectos de expulsión […] constituye una restricción considerable del derecho a la libertad garantizado por el artículo 6 de la Carta de los Derechos Fundamentales de la Unión Europea”. 


De lo anterior cabe considerar que el artículo 62.1 de la Ley 4/2000 es contrario a la Directiva 2008/115/CE, por cuanto establece la posibilidad de solicitar el internamiento, desde que se incoa el expediente administrativo. Sin embargo, en los casos del artículo 57.2 y 53.1.a) de la Ley 4/2000, habría que dejar el resquicio a una posible salida voluntaria y, solo en caso de su incumplimiento, proceder a solicitar el internamiento.


En virtud de todo lo anterior,


PIDO AL JUZGADO: Que tenga por admitido el presente escrito y por formulado RECURSO DE REFORMA frente al Auto dictado en fecha 28/06/2016; y tras los trámites legales oportunos dicte resolución estimatoria, declarando la puesta en libertad de D. -----, sin perjuicio de que se puedan adoptar otras medidas cautelares para asegurar el fin perseguido por el Juzgado.


OTROSÍ DIGO: Que en caso de desestimarse el Recurso de Reforma presentado, se interpone Recurso de Apelación contra el referido Auto.


En ---- , a 3 de julio de 2016.

Página | 8

